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                         SEGURIDAD O MANO DURA CONTRA LOS EXPLOTADOS

La seguridad se ha convertido en uno de los grandes dilemas del país. Recientes encuestas muestran que el tema se ubica en segundo lugar detrás del siempre presente problema del desempleo.

Los índices del delito han crecido pavorosamente en la última década y los crímenes impunes se cuentan por decenas de miles. Millones se preguntan ¿Cuándo me tocará pagar con la sangre de mis hijos?

La sociedad se halla dividida entre quienes abogan por ‘mano dura contra el delito’ y quienes presienten que la ‘mano dura’ podría convertirse en un remedio peor que la enfermedad. Una minoría de hombres y mujeres ya sabemos que el garrote represivo nos lo aplicarán a nosotros, como lo vienen haciendo siempre, con la excusa de la seguridad pública, y no precisamente por ser delincuentes, sino por luchar por nuestras legítimas reivindicaciones.

En los últimos meses, y sobremanera después de la multitudinaria marcha del 1 de abril encabezada por el señor Blumberg, han vuelto a resonar las eternas frases hechas para empalmar con el impresionismo popular: ‘La gran cuestión es la corrupción’ ‘El problema son los hombres y no las instituciones’ ‘Reclamemos, pero en paz y en democracia’ ‘Hay que eliminar las manzanas podridas’ ‘Hay que endurecer las leyes’ ‘Se debe restringir el uso de las armas’ y montones de otras patrañas hechas a la medida de los prejuicios  de la clase media y el sentido común de los trabajadores mas atrasados. En lo que sigue analizaremos algunas de estas cuestiones.

                                                  UNA SOCIEDAD VIOLENTA

Sin duda vivimos en una sociedad violenta. No podría ser de otro modo cuando la décima parte de la población acapara más riqueza que todo el resto y esta dispuesta a defenderla con uñas y dientes. Esta situación no es obra de dios o de la fortuna, fue edificada con la sangre de los trabajadores, con explotación y represión, con un impresionante despliegue de violencia de los de arriba.

Sería absurdo pensar que esa violencia de arriba no engendrase violencia de abajo. Pensar que  los desposeídos, los que son sometidos a una existencia atroz de trabajos forzados, de miseria sin límite y de vejaciones indescriptibles no se rebelasen contra la condición a que los someten.

 Muchos optarán por la lucha, la protesta, la manifestación, la huelga, en última instancia, la rebelión violenta o el autosacrificio heroico.

 La mayoría caerá en el desaliento y la pasividad, en la aceptación resignada o en las ilusiones fáciles en los salvadores providenciales, sobre todo si su nombre empieza con K.

 Pero los más embrutecidos,  los mas mutilados en su conciencia por el alcohol y las drogas, los que crecieron en el hambre y bajo el signo del odio contra todo lo que los rodea, los que carecen de todo norte o perspectiva que no sea la satisfacción a cualquier precio de sus instintos primarios,  serán empujados al delito, a quebrantar las leyes que nunca los tuvieron en cuenta, sino para azotarles la cara y refregarles su condición de parias. Como siempre, las cárceles comunes se poblarán con aquellos que ‘perdieron la dignidad’ para ser custodiados por los que nunca la tuvieron.

 ¿Pero es este tropel de excrementos generados por la podrida sociedad capitalista el principal responsable de la inseguridad?

 La respuesta es no.

El delito común, incluso cuando va acompañado de violencia sin sentido, es una consecuencia necesaria de la situación social imperante. Es esta situación la principal causa de la ‘inseguridad’ en su más amplio  y profundo significado.

                       ¿QUIÉNES SON LOS VERDADEROS DELINCUENTES?

En primer lugar es preciso determinar que constituye el delito. En su acepción más general, constituye delito la violación de las normas jurídicas que imperan en un país. 

Pero, si bien en teoría la ley se hace para servir a la justicia, en la práctica se verifica que estas son opuestas por el vértice.

 Todo el edificio jurídico de un país democrático se halla construido sobre la mayor de las injusticias, la propiedad privada de los medios de producción y cambio, que permite a un puñado de parásitos  apropiarse de lo producido por millones de trabajadores, a quienes se concede solo un mínimo de remuneración para que subsistan y sigan funcionando como productores de la riqueza social, de cuyos beneficios se ven sistemáticamente excluidos.

No es difícil demostrar que, así son las cosas, en un país en que los propietarios del suelo amasan fortunas con la exportación de recursos energéticos, como el petróleo o el gas, o alimentos como la carne o los granos, mientras quienes con su trabajo generaron esos valores tienen que sudar medio día para adquirir un kilo de carne , una hora para comprar un litro de nafta, o dos días para reponer una garrafa, y eso, siempre y cuando tengan la suerte de poseer un trabajo o algún tipo de ingreso, en general asociado a un plan social, por el que, además, deberán ofrecer una humillante prestación  al puntero, ser arriados a un acto oficial como borregos al matadero, o ambas cosas a la vez.

Por cierto, se nos contestará que en un país democrático, asentado en la propiedad privada capitalista, los trabajadores contarán con una infinidad de leyes laborales, sociales etc. que preservarán sus derechos como ciudadanos iguales ante la ley y que los protegerán de los abusos de los empleadores y los gobiernos. Pero lo concreto y real es que ninguno de esos derechos podrá jamás erigirse por sobre el derecho de propiedad capitalista, es decir, la facultad de explotar al máximo al proletario, y más aún, toda vez que los grandes propietarios lo consideren pertinente, incluso sacrificar esos derechos ínfimos concedidos legalmente, en el altar de la ganancia capitalista, echando mano a otras leyes ‘más importantes’, y si hace falta, ‘por fuera de toda ley’,  apoyando los golpes militares, como ocurrió cada vez que se vieron amenazados los intereses de la burguesía.

De lo expuesto podemos concluir que existe un primer rango de delincuentes en este país (y en el mundo) la clase capitalista, generadora de azotes como la desocupación, el hambre,  la miseria, el vaciamiento del estado, la fuga de capitales, la deuda externa, las guerras fratricidas y de todo genocidio; responsable última de toda la escalera de hechos de corrupción en cada área del estado y procreadora de todo delito, desde el más grande al más pequeño, en el cuerpo de la sociedad integra. 

¿Por qué hacemos tamaña afirmación? 

Podemos explicarlo también de manera muy sencilla, observando como se conforma la cadena de mando de la delincuencia legalizada.

Muy difundido es el criterio de que enfrentamos una situación de corrupción generalizada, imputable a la decadencia moral de ciertos individuos o a la falta de valores éticos incorporados a una sociedad, sobre todo a su sector dirigente. Sin embargo, en los últimos tiempos, el instinto popular ha situado la corrupción en un sector muy bien determinado de la sociedad, la llamada ‘clase política’.

 Contribuye a ello la difusión cada vez más generalizada de los escándalos y millares de ‘ollas podridas’ destapadas a diario por los medios, que involucran indefectiblemente algún político, pero lo más importante, es que todo el mundo deduce con facilidad que un profesional de la política, por la función que ejerce, ligada al mundo del gran dinero, está en mejores condiciones para corromperse que un albañil o un cartonero. La clase capitalista siempre preferirá comprar a pocos antes que otorgar lo que le corresponde a  muchos.

 ¿Cuál es la función de los políticos capitalistas? Ponerse al frente de la ‘ciudadanía’ a los efectos de engatusarla con falsas promesas y dulces ilusiones, que forman parte de la esfera pública, para, por atrás, en el ámbito privado, estar vendidos de por vida a quienes están en condiciones de corromper, es decir, los capitalistas, los dueños de las fábricas, los campos, los bancos y en última instancia del  dinero que es objeto de su ambición.

Es esta la función de quienes eligieron la política como un medio para el enriquecimiento personal, como un negocio más. Para ello, la clase capitalista opera en su seno una ‘división de trabajo’ que destina parte de la inversión a la creación de políticos profesionales, destinados desde el vamos a desempeñar las principales funciones de la maquinaria política del estado. A estos, que muchas veces vienen de cuna capitalista, y otras, de familias tradicionales asociadas al ejercicio de la política (los llamados políticos de raza¡) que, en general, también están ligadas al mundo de los negocios (y negociados)  se los alimenta y forma, se los banca y pone a su disposición todos los medios de propaganda, de difusión y de plata para formar sus equipos de colaboradores muy bien remunerados y con labios bien sellados, para convocar legiones de trepadores sin prejuicios dispuestos a venderse al mejor postor.

 Con frecuencia, toda vez que estos políticos ascienden a la función pública, como diputados, senadores, intendentes, gobernadores etc. no se sienten conformes con el robo legalizado que implica su condición de parásitos calientasillas, y hacen valer más caros sus servicios demagógicos, pidiendo toda clase de coimas, cometas y retornos a los capitalistas, o saqueando las arcas del estado con la connivencia de la gran patronal, que a veces gustosamente y otras a regañadientes, concede untarles la mano.

 Otras veces, estos ladrones de guante blanco, responsables, junto a sus socios capitalistas, de más muertes, por hambre, falta de atención médica, marginalización social, con sus consecuencias de violencia indiscriminada, que una epidemia de peste negra, aprovechan las rivalidades intercapitalistas por la apropiación de los recursos del estado o por obtener leyes que favorezcan intereses sectoriales, y se hacen panzadas extras, como ocurrió con la ‘ley de hidrocarburos’ o más recientemente la llamada ‘ley banelco’, convirtiéndose en ‘lobbystas’ de tal o cual patronal o de empresas multinacionales.

La totalidad de estos políticos, que son la abrumadora mayorìa de los políticos en general, son las prostitutas del poder económico y la segunda gran camada de delincuentes de todo país.

Pero el mundo de la política se ve forzado a operar dentro de ciertas reglas ‘constitucionales y legales’ que conforman el  marco de ficción jurídica que envuelve la democracia capitalista y el arbitraje destinado a armonizar intereses patronales contrapuestos y revestir de un aura igualitaria e imparcial la represión contra los trabajadores. Para eso están los jueces que, como no puede ser de otra manera, son títeres del poder político y a su vez se venden, tanto a este como, en ocasiones, al poder económico, directamente. La dependencia del poder judicial no empezó con la servilleta menemista, sino con todo gobierno anterior, del mismo modo que siguió con Duhalde y hoy con Kirchner. 

 Podría decirse, sin lugar a dudas, que los jueces, son en el ranking de los ‘diez más’ los que ocupan el tercer lugar en el escalafón de la delincuencia.

En cuarto lugar están los sindicalistas. Todos los trabajadores honestos saben que los sindicatos están dirigidos por una casta de parásitos millonarios que se entronizaron mediante la patota y la lista única. Que durante la dictadura fueron los principales buchones de la patronal y los milicos a la hora de apuntar compañeros honestos y combativos. Que siempre se dejaron adornar por los empresarios para traicionar las luchas obreras y negociar el lomo de los trabajadores. Que siempre estuvieron arreglados con algún sector del poder político para que este los apuntale en su función de mercenarios y hasta les abra las puertas de las listas electorales. Esta lacra, sin duda ocupa un sillón de honor en la lista de los delincuentes que asolan al país.

Por último, no podríamos olvidarnos de las fuerzas armadas y de seguridad.

Estos ‘cuerpos de hombres armados’ cumplen en la sociedad capitalista una función primordial. Velar, con las armas en la mano por la preservación de la propiedad, pero no de cualquier propiedad, sino de la propiedad privada capitalista, que garantiza su derecho a la explotación y la vida privilegiada. Son las bandas legales que el estado utiliza como cuerpo de choque contra la lucha emancipadora de los explotados y oprimidos, siempre y en todo momento. Complementariamente, sobremanera en el caso de las fuerzas de seguridad, regulan el nivel de negocios ‘sucios’ de toda sociedad, coparticipando del botín, derivando una parte de lo obtenido hacia las arcas de sus principales cabecillas y  otra hacia la financiación colateral del poder político y judicial, que, a su vez, garantiza la cobertura política y legal para el delito institucionalizado desde el estado y a cambio, además, les pide colaboración para reprimir competidores en el negocio de la política o acallar el descontento popular mediante la persecución de los líderes obreros o las voces libertarias y disidentes.

Esta función llega a límites inimaginables en casos particulares como el de la policía bonaerense que lidera los principales resortes del crimen organizado y al mismo tiempo es una de las más directamente comprometidas con el andamiaje político, en la que como el pueblo dice: ‘el que te afanó después te toma la denuncia’ y luego te manda a reventar ‘por perejil’. Intentar desarticular este entramado mafioso, es tirar de un piolín que abriría la compuerta de la gran cloaca que inunda con su hedor al país entero.

Podemos ver entonces, como el gran capital, la maquinaria política destinada a capturar votos prosistémicos, con sus legisladores y su gobierno, la repodrida burocracia judicial, el aparato represivo, a lo que podríamos agregar  una legión de ensotanados fachos y violadores de niños, los plumíferos a sueldo de los multimedios etc. constituye un entramado denso de podredumbre, en el que, el problema no son los hombres sino las instituciones mismas.

 Por ello, no es posible separar a las manzanas podridas. 

De lo que se trata es de talar el árbol.

 Por ello no es posible acabar con la delincuencia, cuando esta asume la forma de guerra  de pobres contra pobres o cuando se vuelve contra la propia clase dominante o los subexplotadores de clase media.

 De lo que se trata es de acabar con las causas de la delincuencia y de la inseguridad.

                            LOS SOCIALISTAS Y LA INSEGURIDAD

Como todo problema social, la escala de la inseguridad debe medirse por los intereses  que afecta. A los socialistas no nos interesa la seguridad de la clase dominante y sus lacayos. Seguramente ellos querrían vivir en un mundo en que no solo la miseria se derramara impíamente solo sobre los explotados, sino, también el riesgo de vida frente a la delincuencia, total son pobres y los repuestos son baratos.

 Se acongojan y chillan asustados cuando el monstruo que ellos mismos crearon para reprimir y torturar al pueblo les muerde la mano y les cobra un precio de sangre proporcional al de su cuenta bancaria.

 Pero no son las lagrimas de cocodrilo las que nos interesan, sino la de miles de honestos trabajadores victimizados por el estado y sus bandas, militares y policiales, tanto bajo la dictadura como bajo la democracia capitalista. Para estas bandas no habrá olvido ni perdón hasta que se haga justicia revolucionaria,  no habrá ‘museos’ que valgan, hasta que en lugar de los retratos de los represores no cuelguen de las paredes las cabezas de los asesinos.

 Nos interesan hombres y mujeres de la clase  trabajadora que son victimizados por la delincuencia utilizada por el estado, por sus ladrones y asesinos con o sin  uniforme, para sembrar el miedo, matar por encargo, pegarle  a los trabajadores, robarles lo que es producto de su genuino esfuerzo, violar y matar a sus hijos, al amparo de su favores. Nos interesan los hombres y mujeres, padres, madres, e hijos  de clase media que sepan clamar por justicia sin  solidarizarse con  los planteos fascistas de la ‘mano dura’, o caer en los cantos de sirena de la reforma de las leyes, o el desarme de la población, que dejarían a los millones de explotados y oprimidos más inermes frente al crimen organizado desde el estado.

Por todo lo expuesto, desde el Grupo Socialista Internacionalista, llamamos a repudiar el petitorio Blumberg, surgido del oportunista operativo de la derecha fascista encabezada por Patti y Casanovas.

 En su lugar proponemos la preparación de una campaña por el esclarecimiento y el castigo de todos los crímenes en que las fuerzas de seguridad se hallen implicadas directa o indirectamente, para lo que, las leyes existentes alcanzan y sobran cuando se quiere hacerlas cumplir.

 No depositamos ni la más mínima confianza en que esto ocurra por mecanismos institucionales. Solo la movilización del pueblo trabajador y de la clase media que no compre el buzón de la ‘mano dura’, y en pos de  libertades políticas irrestrictas, pueden empujar en ese sentido, el de denunciar la maniobra fascistoide que se prepara, el de que sea el pueblo trabajador quien aplique directamente ‘mano dura’ a todos los represores, asesinos, narcotraficantes y chorros con que se halla infestada la estructura del estado.  
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